
Santiago,  once de marzo de dos mi l veinte.

         Antecedentes Generales :

         En estos autos sobre Juicio de Hacienda de Indemnizaci n deó  

Perjuicios,  la  demandada,  Fisco  de  Chile  interpone,  recursos  de 

Casaci n en la forma y Apelaci n, y la demandante se Adhiri  a laó ó ó  

apelaci n, en contra de la sentencia, dictada por el 26 Juzgado Civil.ó  

La sentencia de primer grado,  acogi  demanda y orden  pagar  50ó ó  

millones  al  c nyuge  sobreviviente,  y  a  cada  uno  de  los  dos  hijos;ó  

adem s orden  pagar  un mill n  de pesos  a cada uno de los  cincoá ó ó  

nietos. En raz n de tratarse de la desaparici n forzada por agentes deló ó  

Estado, de un detenido desaparecido en 1973, cuyos restos aparecieron 

en 1990, por lo cual accionan los causahabientes.

     Por  el  Recurso  de  casaci n,  se  pide  la  invalidaci n  de  laó ó  

sentencia, invoc ndose la causal del art culo 768 numeral 5, en relaci ná í ó  

con  lo  dispuesto  en  el  art culo  170,  numeral  6,  del  C digo  deí ó  

Procedimiento  Civil,  al  haberse  omitido  pronunciamiento  de  la 

excepci n de preterici n respecto de los nietos.  ó ó

          En  su  caso  por  el  recurso  de  apelaci n  deducidoó  

conjuntamente con el de casaci n, pide, en raz n de los fundamentosó ó  

que en ella se contienen, se revoque el fallo y se rechace la demanda, 

en  subsidio  pide  se  rebajen  los  montos  fijados  a  t tulo  deí  

indemnizaci n. ó

         Por la adhesi n a la apelaci n, la demandante, pide se elevenó ó  

montos de la indemnizaci n otorgada a la viuda, a los dos hijos y a losó  

cinco nietos.

         Vistos :

I . -  En  cuanto  al  Recurso  de  Casaci n  en  la  Formaó  

deducido por la ejecutante.

Primero:  Que el  Fisco de Chile  dedujo recurso de casaci nó  

invocando para ello la causal que lo permite, del art culo 768 numeralí  
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5,  en  relaci n  con  lo  dispuesto  en el  art culo  170,  numeral  6,  deló í  

C digo de Procedimiento Civil. y se proceda conforme al art culo 786ó í  

dictando sentencia de reemplazo, al haberse omitido pronunciamiento 

de la excepci n de preterici n respecto de los nietos.ó ó

    Segundo:  Que  respecto  de  la  falta  de  pronunciamiento,  y 

cuestionamiento  respecto  de  otorgar  indemnizaci n  a  nietos  deló  

causante como demandantes en este juicio, ocurre que de conformidad 

a lo prevenido en la misma norma que el recursista invoca para la 

procedencia de este tipo de recurso invalidatorio,  esto es el art culoí  

768, del ya citado C digo de Procedimiento Civil, establece las causalesó  

de  invalidaci n  por  casaci n  en  la  forma,  tambi n  contiene  laó ó é  

posibilidad de desestimar el recurso, si de los antecedentes aparece de“  

manifiesto que el recurrente no ha sufrido un perjuicio reparable solo  

con la invalidaci n del fallo ;ó ”  cuesti n esta que, precisamente, ocurreó  

en el caso subjudice, puesto que los hechos, o cuesti n en que se haceó  

descansar el recurso de invalidaci n, resultan subsanables por medioó  

del recurso de apelaci n deducido.ó

         En efecto, dentro de los agravios que menciona el apelante 

en su recurso esta la ya aludida, en relaci n a los nietos del causante,ó  

cuesti n esta que ser  abordada por la presente sentencia, a la luz de laó á  

competencia atribuida por el recurrente en su recurso de apelaci n,ó

        Conforme a lo anterior, es claro que el recurso de casaci nó  

en la forma intentado no puede prosperar y en raz n de lo expuestoó  

ser  desestimado. á

         En  cuanto  a  los  Recursos  de  Apelaci n  y  Adhesi nó ó  

deducidos:

         Se reproduce la sentencia en alzada, previa eliminaci n de susó  

fundamentos Octavo y Noveno.

         Y teniendo en su lugar y adem s presente:á
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          Tercero:  Que por el recurso de apelaci n la demandadaó  

pide, por las razones que all  estima, se revoque el fallo y se rechace laí  

demanda, en subsidio solicita, se rebajen los montos fijados a t tulo deí  

indemnizaci n. ó

        En su caso por la adhesi n a la apelaci n, la demandante,ó ó  

pide se eleven montos de la indemnizaci n otorgada a la viuda, a losó  

dos hijos y a los cinco nietos.

       Cuarto:  Que en autos se dedujo demanda de indemnizaci n deó  

perjuicios  en  raz n  de  la  detenci n,  muerte  por  fusilamiento,  eó ó  

inhumaci n ilegal del causante Danilo Jes s Gonz lez Mardones, quienó ú á  

era, a la saz n, el Alcalde de la ciudad de Lota, en el a o 1973; quienó ñ  

fue fusilado por agentes del Estado, siendo reci n ubicados sus restos ené  

julio de 1990, en una inhumaci n ilegal en cementerio de Concepci n,ó ó  

habiendo sido su caso incluido en Informe Rettig. Los demandantes, 

resultan ser sus causahabientes, se trata de una viuda, de dos hijos y de 

cinco nietos.

      Quinto:  Que  con  la  prueba  del  juicio  colacionada  en  el 

considerando S ptimo del fallo que se revisa es posible, sin dudas teneré  

por establecido que los actores Rosa Lidia Aravena Z iga; M nicaúñ ó  

Victoria Gonz lez Aravena e Iv n Danilo Gonz lez Aravena, resultaná á á  

ser la c nyuge e hijos del fallecido Danilo Jes s Gonz lez Mardones, yó ú á  

en su caso los demandantes Benjam n Ignacio, Felipe Danilo y Paulinaí  

Andrea,  todos  San  Mart n  Gonz lez,  adem s  de  Camila  Andreaí á á  

Gonz lez Gallardo son nietos de ese mismo causante.   á

       Sexto:  Que  esta  Corte  comparte  los  razonamientos  del 

sentenciador  del  grado,  por  lo  cuales  rechaz  la  excepci nó ó  

compensatoria intentada por el Fisco de Chile, y en consecuencia, se 

concluye que el Juez a-quo resolvi  conforme a derecho al rechazar laó  

excepci n se alada.ó ñ

         S lo  a  mayor  abundamiento  a  juicio  de  estosó  

sentenciadores,  la  referida  Ley  N  19.123,  sobre  Reparaciones  a°  
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afectados y/o v ctimas de represi n estatal, no ha se alado en formaí ó ñ  

expresa que exista incompatibilidad con otras indemnizaciones que se 

pueda solicitar en el mbito jurisdiccional, sobre todo porque, frente aá  

un delito de lesa humanidad, no s lo debe tenerse acceso a la verdad yó  

a la justicia, sino tambi n a una justa reparaci n, sin perjuicio de teneré ó  

presente que la ley en referencia, m s que una indemnizaci n, contieneá ó  

en su seno, un beneficio de car cter previsional. á

         S ptimo:  é Que, en el mismo sentido, pero en cuanto a la 

excepci n de prescripci n, tambi n alegada por la demandada, Fiscoó ó é  

de  Chile,  en  el  caso  subjudice,  tambi n  se  concuerda  con  elé  

sentenciador de base, en orden a rechazarla.

         Para ello ha de tenerse especialmente presente que la demanda 

de indemnizaci n de perjuicios de la especie, se fundamenta en unaó  

conducta  il cita  de  agentes  del  Estado  que  atentaron  contra  laí  

integridad f sica y moral del c nyuge y padre de los actores.í ó

         Cabe destacar aqu  que a partir de la Declaraci n Universal deí ó  

los Derechos del Hombre de 1948, el Derecho Internacional  de los 

Derechos Humanos ha experimentado un notable avance en lo que 

ata e  a  la  protecci n  de  la  persona  humana,  lo  que  ha  quedadoñ ó  

plasmado en distintos Tratados Internacionales, a los que nuestro pa sí  

ha adherido e incorporado a su legislaci n interna.ó

     Que  a n  cuando  resulta  indudable,  que  el  derecho  positivoú  

nacional reconoce la existencia del instituto de la prescripci n extintivaó  

de las acciones civiles, lo cual aparece recogido en lo particular, en  el 

art culo 2.332 del C digo Civil que se refiere a la prescripci n de laí ó ó  

responsabilidad extracontractual, como los art culos 2.497 y 2.515 de laí  

misma codificaci n, relacionados con la prescripci n extintiva, lo ciertoó ó  

es que los mismos no pueden tener aplicaci n en el presente juicio,ó  

puesto,  como  ha  quedado  ya  dicho,  los  hechos  en  los  cuales  la 

demanda  de  autos  se  sustenta  y  sus  consecuencias  jur dicas  soní  

imprescriptibles a la luz del Derecho Internacional al cual Chile se ha 

adherido. De esta manera, no resulta posible compartir los argumentos 
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del  Fisco  de  Chile,  tendientes  a  fundamentar  la  excepci n  deó  

prescripci n,  menos  a n  si  los  actores  deducen  la  acci nó ú ó  

indemnizatoria  basado  en  un  delito  de  lesa  humanidad,  como  es 

detenci n y desaparici n forzada de una persona, llevada a cabo poró ó  

agentes del estado.

          Octavo:  Que fluye de lo anterior, que pretender aplicar las 

normas del C digo Civil a la responsabilidad derivada de cr menes deó í  

lesa  humanidad  posibles  de  cometer  con la  activa  colaboraci n  deló  

Estado,  como  derecho  com n  supletorio  a  todo  el  ordenamientoú  

jur dico, hoy resulta improcedente. Actualmente, la reparaci n integralí ó  

del da o no se discute en el mbito internacional, y no s lo se limita añ á ó  

los autores de los cr menes, sino tambi n al mismo Estado. Y si biesí é  

efectivo que la normativa internacional no ha creado un sistema de 

responsabilidad resulta indudable que lo ha reconocido, pues, sin duda, 

siempre  ha  existido,  y  lo  que  en  verdad  ha  ocurrido  es  que  han 

evolucionado las herramientas destinadas a hacer m s expedita, simpleá  

y eficaz su declaraci n, en atenci n a la naturaleza de la violaci n yó ó ó  

del derecho quebrantado.

     Que,  resulta  insoslayable  que  la  indemnizaci n  del  da oó ñ  

producido por el delito y la acci n para hacerla efectiva, en casos comoó  

el  sublite,  resulta  ser  de  m xima  trascendencia  al  momento  deá  

administrar justicia, ya que  compromete el inter s p blico y aspectosé ú  

de justicia material, todo lo cual ha de conducir a acoger las acciones 

civiles deducidas en autos, desde que tienen como objeto obtener la 

reparaci n  ntegra  de  los  perjuicios  ocasionados  por  el  actuar  deó í  

agentes del Estado de Chile, ya que as  lo demanda la aplicaci n deí ó  

buena fe de los Tratados Internacionales suscritos por nuestro pa s y laí  

interpretaci n de las normas de derecho internacional consideradas iusó  

cogens, por la comunidad jur dica internacional. Resultando indudableí  

que  dichas  normas  deben  tener  aplicaci n  preferente  en  nuestroó  

ordenamiento interno, al tenor de lo que dispone el art culo 5  de laí °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, por sobre aquellas disposicionesó í ú  
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de  orden  jur dico  nacional  que  posibilitar an  eludir  lasí í  

responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno, a trav s de laé  

actuaci n penalmente culpable de sus funcionarios. ó

         Noveno:  Que, en armon a con lo que se viene  indicando yí  

como l gica consecuencia de lo se alado, cobran en el caso subjudiceó ñ  

plena  vigencia  aquellas  disposiciones  legales  que  atribuyen 

responsabilidad al  Estado por los da os o perjuicios que causen losñ  

rganos  de  su  administraci n,  circunstancia  esta  que  apareceó ó  

reconocida  en  la  legislaci n  positiva  vigente  nacional,  esto  es   loó  

dispuesto  en  los  art culos  4  de  la  Ley  N  18.573,  sobre  Basesí ° °  

Generales de la Administraci n y en los art culos 5  inciso 2 , 6 , 7 ,ó í ° ° ° °  

19  n meros 24 y 38, de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, a los° ú ó í ú  

cuales debe d rsele aplicaci n.á ó

    Por  ltimo,  en  el  caso  de  existir  en  materia  de  derechosú  

humanos, divergencias interpretativas, en torno a  si es o no aplicable 

una norma de tal orden, debe recurrirse al principio pro homine o“  

favor  persona ,  conforme  al  cual,  si  hubieren  dos  posibles  normas”  

referentes a derechos fundamentales, una de derecho interno (acci nó  

posiblemente  prescriptible)  y  otra  de  derecho  internacional  (acci nó  

imprescriptible) las que son antag nicas entre s , debe preferirse la queó í  

permite reconocer, declarar y potenciar esos derechos.

       D cimo:é  Que en la misma l nea y sentido de lo que se vieneí  

indicando lo ha resuelto la Excma. Corte Suprema, en la sentencia de 

reemplazo del fallo de casaci n de 22 de noviembre de 2012, dictadaó  

por dicho tribunal,  en el  ingreso Rol N  3573-12,  se al  ° ñ ó que por“  

tratarse de un delito de Lesa Humanidad, respecto del cual la acci nó  

penal  es  imprescriptible  no  resulta  posible  sujetar  la  acci n  civiló  

indemnizatoria  a  las  normas  sobre  prescripci n  establecidas  en  eló  

C digo Civil .ó ”

       La misma Corte Suprema, en sentencia en causa Rol N  25.138-°

14, se indica que  no resulta coherente entender que la acci n civil“ ó  

indemnizatoria est  sujeta a las normas sobre prescripci n establecidasé ó  
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en  la  ley  civil  interna,  ya  que  ello  contrar a  la  voluntad  expresaí  

manifestada por la normativa internacional sobre Derechos Humanos,  

integrante del ordenamiento jur dico nacional por disposici n del incisoí ó  

segundo del  art culo  5  de  la  Carta  Fundamental,  que  consagra  elí º  

derecho de las v ctimas y otros leg timos titulares a obtener la debidaí í  

reparaci n  de  todos  los  perjuicios  sufridos  a  consecuencia  del  actoó  

il cito, e incluso por el propio derecho interno, que en virtud de la Leyí  

N  19.123 reconoci  de manera expl cita la innegable existencia de los° ó í  

da os y concedi  tambi n a los familiares de las v ctimas calificadasñ ó é í  

como detenidos desaparecidos y ejecutados pol ticos, por violaci n a losí ó  

derechos  humanos  en  el  per odo  1973-1990,  reconocidos  por  losí  

informes de la Comisi n Nacional de Verdad y Reconciliaci n y laó ó  

Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, beneficios deó ó ó  

car cter econ mico o pecuniarioá ó ”. (En este mismo sentido, SCS Nros. 

20.288-14,  de 13 de abril  de 2015;  1.424,  de 1 de abril  de 2014; 

22.652, de 31 de marzo de 2015, entre otras).

Und cimo:é  Que, en relaci n a la prueba del da o moral,  sió ñ  

bien est n debidamente acreditados los lazos de parentesco de cadaá  

uno de los ocho demandantes, es claro que respecto de los nietos no 

hay  pruebas  acerca  de  los  da os  sufridos,  esto  a  diferencia  de  lañ  

c nyuge y de los dos hijos, respecto de los cuales, en el juicio de laó  

especie, s  hubo prueba, (Informes psicol gicos), que el juez analiza yí ó  

valora para tener por acreditada la existencia de da o moral.ñ

Conforme a lo que se viene indicando, y al no existir en autos 

prueba alguna en orden a los da os, que podr an haber sufrido cadañ í  

uno de los cinco nietos, quienes demandan a virtud de da o indirecto,ñ  

s lo cabe rechazar respecto de cada uno de ellos, la procedencia deó  

este rubro demandado. 

          A mayor  abundamiento debe indicarse  que en el  caso 

subjudice, cada uno de los cinco nietos del causante nacieron despu sé  

de fallecido su abuelo, con ocasi n de la acci n de agentes del estado,ó ó  

siendo as  evidente que ning n contacto tuvieron a su respecto y si biení ú  
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se puede estimar que tal vez su historia de vida, pudiese haber sido 

distinta, si hubiese contado con  su abuelo vivo, esto es no tuvieron las 

posibilidades de vida que hubiesen tenido con l, lo cierto es que no seé  

produjo prueba al respecto de ning n tipo y en esa virtud, como seú  

viene indicando, el  libelo  demandatorio,  respecto de estos  parientes, 

ser  rechazado.á

           Duod cimo:  é Que la avaluaci n del da o moral debeó ñ  

llevarse  a  cabo  prudencialmente  por  los  tribunales  de  la  instancia, 

teniendo en consideraci n para ello el pretium doloris, conforme a losó  

hechos asentados en la causa y las particularidades de los actores.

            Por otro lado, estos sentenciadores atender n especialmente aá  

la envergadura del da o moral sufrido por los actores, acorde a lo queñ  

para ellos pudo significar la muerte de un ser querido. En efecto, cada 

uno de ellos en su calidad de c nyuge, de hija e hijo, debieron soportaró  

el dolor de no ver m s a su c nyuge y padre; y, al mismo tiempo, seá ó  

vieron  enfrentados  al  evidente  dolor  de  desarrollar  sus  vidas  sin  el 

apoyo afectivo y patrimonial que este pod a brindarles.í

         En el caso puntual del demandante Iv n Danilo Gonz lezá á  

Aravena,  se  acompa  con  citaci n,  un  documento  que  no  fueñó ó  

objetado,  Informe  de  la  m dico  psiquiatra  Loreto  Lorca  N ez,é úñ  

indicando  que  este  presenta  depresi n  vital  recurrente,  requiriendoó  

psicoterapia,  control  psiqui trico  y  tratamiento  farmacol gicoá ó  

mantenido.  Tambi n  se  acompa  sin  objeci n  de  la  contraria.é ñó ó  

Informe  PRAIS,  el  que  describe   da o  asociado  en  familiares,  deñ  

ofendidos  por  violencia  pol tica,  lo  que  se  traduce  en  Repetici ní ó  

Mental  del  Hecho  Traum tico,  Sue os  Angustiantes,  Conductasá ñ  

Evitativas, Abandono de actividades e intereses, adem s de Retracci ná ó  

o inhibici n de vida social, y dificultades en Finalizaci n del proceso deó ó  

elaboraci n del duelo.             ó

         De este modo los antecedentes probatorios rese ados en lañ  

sentencia de primer grado, en su conjunto permiten tener por cierto la 

existencia de un da o extrapatrimonial que debe ser resarcido en todañ  
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su extensi n, es decir, ha de ser proporcional al perjuicio y derivarseó  

necesariamente del hecho que lo genera, l mites que en este caso seí  

satisfacen con la prueba analizada.

      D cimo Tercero:é  Que, enseguida, para apreciar la entidad del 

perjuicio que se demanda ha de considerarse fundamentalmente que a 

ra z  de  la  desaparici n  del  causante,  los  demandantes  debieroní ó  

enfrentar un repentino, inesperado, violento e involuntario cambio en 

su forma de vida, siendo clara la aflicci n de cada uno de ellos, los queó  

se vieron involuntariamente privados del cuidado y apoyo de su padre, 

dolor que los marc  evidentemente en el desarrollo de su personalidad.ó  

          D cimo  Cuarto:  é Que los  fundamentos  de  la  parte 

demandante, contenidos en la adhesi n a la apelaci n, no hacen variaró ó  

lo decidido por el sentenciador de base.  

           D cimo Quinto:  é Que las sumas que se ordenan pagar lo 

ser n  debidamente  reajustadas  de  conformidad  a  la  variaci n  queá ó  

experimente el ndice de Precios al Consumidor entre la fecha en queÍ  

la presente sentencia quede ejecutoriada y la de su pago efectivo, m sá  

intereses corrientes para operaciones reajustables a contar de la mora.

            Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto 

en  los  art culos  766  y  768,  y  art culo  186,  todos  del  C digo  deí í ó  

Procedimiento Civil, se declara: 

            I. -  Que  se  rechaza  el recurso de casaci n en la formaó  

deducido por la ejecutante en contra de la  sentencia de catorce de 

mayo de dos mil diecinueve, dictada por el 26  Juzgado Civil de esta°  

ciudad.

            II. -  Que se  revoca  la sentencia apelada, reci n referida,é  

en cuanto por ella se acog a la demanda y se ordenaba el pago de laí  

suma de un mill n de pesos, para cada uno de los nietos del causante,ó  

a saber Benjam n Ignacio, Felipe Danilo y Paulina Andrea, todos Saní  

Mart n Gonz lez, adem s de Camila Andrea Gonz lez Gallardo, y ení á á á  
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su lugar se declara que respecto de cada uno de los mismos, se rechaza 

la demanda de indemnizaci n de perjuicios. ó

           III . -  Se  confirma,  la sentencia apelada ya indicada, con 

dec laraci n,ó  que  los  reajustes  e  intereses,  se  pagar n,  a  losá  

demandantes  y  causahabientes,  do a  Rosa  Lidia  Aravena  Z iga,ñ úñ  

c nyuge,  y  a  los  dos  hijos,  M nica Victoria  e  Iv n  Danilo,  ambosó ó á  

Gonz lez  Aravena,  del  causante  Danilo  Jes s  Gonz lez  Mardones,á ú á  

deber  hacerse, en la forma que se establece en el fundamento D cimoá é  

Quinto de esta sentencia. 

           Se confirma en los dem s el referido fallo. á

           Redacci n del Ministro (S) Sr. Andrade.ó

           Reg strese y comun quese.í í

           N  Civil 8801-2019.°

Pronunciada por la Primera  Sala  de  la  Corte  de  Apelac iones  
de  Santiago , presidida por la  ministro se ora ñ Dobra Lusic Nadal  e 
integrada, adem s, por el ministro(S) se or  á ñ Rafael Andrade D az  í y el 
abogado integrante se or Cristian Lep n Molina.ñ í
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministra Dobra Lusic N., Ministro Suplente

Rafael Andrade D. y Abogado Integrante Cristian  Luis Lepin M. Santiago, once de marzo de dos mil veinte.

En Santiago, a once de marzo de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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